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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante José Carlos Cardoso (Presidente) y Gustavo Bernini (Vicepresidente). 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Pablo D. Abdala, Marco Correa, Jorge Gandini, 
Gonzalo Mujica, Andrés Lima, Pablo Pérez González, Iván Posada y Alejandro Sánchez. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Doreen Javier Ibarra. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Cardoso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En la sesión de ayer, quedamos en la consideración de la Hoja N* 12 que contiene un sustitutivo del 
artículo 18. 


Los señores Diputados Posada y Abdala plantearon la discusión de la incorporación del término "ambiental" 
en el segundo inciso. 


La redacción que, me parece, que tiene mayor consenso es la siguiente. Después de "los aspectos 
presupuestarios, la viabilidad económica-financiera y los beneficios de adoptar esta modalidad de 
contratación", se incluiría: "sin perjuicio de las evaluaciones ambientales". 

SEÑOR POSADA.- Eso lo tratamos ayer. 

(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese fue otro asunto. 


(Diálogos) 
——- Estamos en la Hoja N* 12, que contiene un sustitutivo del artículo 18. 
(Diálogos) 


——- La votación del artículo 18 que viene del Poder Ejecutivo resultó negativa. Ya habíamos comenzado a 
discutir la Hoja N* 12. 


(Diálogos) 


——- Podríamos agregar en el segundo inciso de este artículo lo que pedía el señor Diputado Gandini, 
teniendo en cuenta el acuerdo general. 


SEÑOR ABDALA.- Una de las propuestas no digo que tuviera consenso era agregar: "tomando en 
consideración el impacto social, económico y ambiental del proyecto". Eso era lo que la bancada del 
Partido Nacional propugnaba en el día de ayer. 


SEÑOR POSADA.- Ahí es donde se hace el estudio. 


SEÑOR ASTI.- Entonces, con eso, ¿estaríamos estableciendo que un organismo que tiene formación en 
áreas económicas, presupuestales y sociales evalúe un tema ambiental? 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo que los dos criterios son sustentables. Nosotros lo fundamentábamos en 
el entendido de que aquí estamos en la fase de un estudio previo. Entonces, ese análisis relacionado con 
el impacto social y ambiental no es vinculante ni excluyente de la autorización ambiental 
correspondiente que, de acuerdo con la ley, le corresponde al organismo competente. Simplemente, era 
en el sentido de hacer un primer análisis que determinara "prima facie" si el proyecto tendrá 
dificultades de alguna índole para poder prosperar. Inclusive, aquí se habla de la viabilidad económico- 
financiera. Es decir, se trata de un estudio de viabilidad de carácter general. 


Este era el sentido de la propuesta con el propósito de enriquecer la redacción. 


SEÑOR PÉREZ.- Al comienzo, el artículo dice: "Los estudios de evaluación previa y las bases de 
contratación a que refieren los artículos precedentes [...]'. No los especifica, salvo el artículo 16 que 
menciona el tema medioambiental. Quizá, esto lleve a la confusión de que también está incorporado el 
estudio medioambiental como objetivo de esta consideración. 


SEÑOR BERNINI.- Quiero aclarar los términos en los que estamos discutiendo. Estamos analizando 
cuál es la mejor técnica legislativa. En todo caso, es una preocupación común que el tema 
medioambiental esté contenido en el proyecto. 


Este artículo 18 se refiere, en especial, a los estudios previos y bases de contratación pero, en particular, a 
aquellos aspectos que tengan que ver con el tema social, económico y financiero de esta forma de 
contratación. 


Como bien dice el señor Diputado Pérez, el primer inciso dice: "Los estudios de evaluación previa y las bases 
de contratación a que refieren los artículos precedentes [...]". ¿Cuáles son esos artículos precedentes? 
¿ 


El artículo 16, cuyo título es "Evaluación previa", explícitamente, en su último inciso, dice: "La 
reglamentación establecerá el alcance, forma y contenido de dicha evaluación previa, incluyendo, entre otras, 
las áreas técnica, comercial, financiera, jurídica, ambiental y de impacto económico y social". 


A su vez, el artículo 39, que refiere a la Competencia de Control, cuando menciona a la Unidad de Proyectos 
de Participación Público-Privada, dice: "La reglamentación establecerá el alcance, forma y contenido de los 
informes, los que deberán incluir aspectos técnicos, comerciales, ambientales y económicos-financieros, 
entre otros". 


¿Qué quiero decir con esto? Que el aspecto ambiental está claramente establecido en varios artículos del 
proyecto de ley 


En particular, volviendo a qué es lo mejor desde el punto de vista técnico-legislativo, quiero decir que este 
artículo que refiere al rol que cumple el Ministerio de Economía y Finanzas y la OPP no debería tener el 
contenido ambiental porque estos organismos no tienen el "expertise" necesario como para evaluarlo. En todo 
caso, al referirse en varios artículos a que en las reglamentaciones tiene que estar contenido el tema 
ambiental, a nosotros nos parece que está suficientemente contemplado de la manera en que entendemos que 
debe ser. 


Quise hacer este largo razonamiento para ubicar el tema no en una diferencia de fondo sino de la forma en 
que se elabora el articulado. 


SEÑOR CORREA.- Es lógico que organismos como el OPP o el Ministerio de Economía y Finanzas no 
controlen el medio ambiente. De todas maneras, la frase "impacto ambiental" no sobra en ningún lado, 
y se nota que el espíritu es cuidarlo. Estoy de acuerdo con no incluirlo en este artículo, porque creo que 
no tiene nada que ver. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo que el razonamiento hecho recién por el Diputado Bernini es 
correctísimo. Surge de la propia inteligencia de la norma proyectada que, efectivamente, el impacto 
ambiental es preocupación del legislador. Por lo tanto, los estudios de impacto, en su debida 
oportunidad y forma, habrán de ser contemplados. Simplemente, lo que proponíamos apuntaba repito 
a una solución que, desde nuestro punto de vista, enriquecía el artículo 18, sin generar ninguna 
consecuencia o efecto jurídico que pudiera crear dificultades. Como todos sabemos, esto nace de un 
planteo del Diputado Gandini, que no está presente en este momento. Yo no tengo ningún 
inconveniente en dejar la redacción tal como está, pero ha sido un compañero de bancada el que lo ha 
sugerido. De pronto, podemos postergar su definición, aunque sea hasta el final de esta sesión; no digo 
al final del tratamiento del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a desglosar la Hoja N” 12 que corresponde al artículo 18, 
que estaba votado negativamente. 


SEÑOR BERNINI.- Según lo que se me ha dicho, dentro de un rato me va a tocar presidir la Comisión, 
por lo tanto, quisiera saber si en todos los artículos desglosados hemos aplicado el criterio de votar 
negativo primero el artículo tal como vino del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es así. 


SEÑOR BERNINL.- ¿No quedó ninguno pendiente? Porque creo que en alguno cambiamos el criterio. 
Digo esto para mantener un criterio común. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 13 del Poder Ejecutivo lo desglosamos conjuntamente con la Hoja. 
SEÑOR BERNINI.- O sea que sería ese solo el que habría que votar negativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. 


En discusión el artículo 19 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 13. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar tal cual viene del Poder Ejecutivo. 
(Se vota) 
——— Cero en nueve: NEGATIVA. 


Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 13. 


(Se lee) 


——— En discusión. 


SEÑOR ABDALA.- Aquí hay un aspecto que no me conforma completamente y que tiene que ver con 
el inciso segundo, que ahora se proyecta, porque se establece que "La Administración Pública podrá 
emplear cualquier método |[...]" etcétera, "que no fuere contrario a los principios generales que 
establezca la reglamentación". Me parece que desde el punto de vista jurídico, eso es una innovación y 
puede llegar a significar una delegación de potestades constitucionales que le corresponden al Poder 
Legislativo. Los principios generales son materia de ley. Inclusive, me llama la atención porque este 
proyecto define una serie de proyectos generales que deben regir la vida de los contratos de Asociación 
Público Privada. No sé cuál es el verdadero sentido o a qué principios generales se refiere, pero me 
parece que esa referencia se debería eliminar. 


SEÑOR POSADA.- Más allá de que hemos votado negativamente, ahora cuando analizamos y a raíz 
de lo que señalaba el Diputado Abdala, compartimos la observación en cuanto a que es más adecuada 
la redacción final del segundo inciso, que venía en el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay consenso, se va a votar el artículo sustitutivo que figura en la Hoja 
N* 13, que refiere a la redacción del artículo 19, modificando las últimas cuatro palabras. En vez de 
decir "que establezca la reglamentación”, dirá: "admitidos en la normativa vigente". 


Se va a votar el artículo sustitutivo que figura en la Hoja N* 13, con las modificaciones verbales formuladas 
en Sala. 


(Se vota) 
——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 20 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 14. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero en nueve: NEGATIVA. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 14. 
(Se lee) 

——— En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 21: "Presentación de las ofertas", para el cual no hay sustitutivos ni modificaciones 
planteadas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 22: "Examen de las ofertas", para el cual tampoco hay sustitutivos presentados. 


Advierto que está subrayada la palabra "desproporcionados". 


SEÑOR ASTI.- El proyecto original habla de "valores anormales o desproporcionados". Quedó 
solamente "desproporcionados". Por eso es que está subrayada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero no está presentado ese sustitutivo. 
SEÑOR ASTI.- Por eso me refería a verificar con el original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 22, tal cual vino del 
Poder Ejecutivo, que termina diciendo: "valores anormales o desproporcionados". 


(Se vota) 

——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Se vota) 

Se procede a retirar la Hoja N* 15. 


En discusión el artículo 23 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene dos artículos 
sustitutivos: la Hoja N* 33, presentada por los señores Diputados Posada, Abdala, José Carlos Cardoso y 
Gandini del Partido Nacional, y la Hoja N* 41, presentada por el señor Diputado Asti, del Frente Amplio. 


Se va a votar el artículo 23 tal como vino del Poder Ejecutivo. 
(Se vota) 


——— Cero en once: NEGATIVO. 


SEÑOR POSADA.- Las observaciones que hizo el doctor Cajarville se vinculaban a la inexistencia en 
nuestro Derecho de adjudicaciones provisionales y a todo lo que ese tipo de incorporación iba a 
generar desde el punto de vista de los reclamos. Nosotros le pedimos al doctor Cajarville que planteara 
una redacción alternativa al artículo 23, que es la que presentamos en la Hoja N” 33. Esto ha sido 
redactado por el doctor Cajarville. 


La solución que se maneja es mantener la idea original, incorporando un criterio diferente a la hora de la 
redacción del artículo. La clave está en el segundo y tercer inciso de la Hoja N* 33. El inciso segundo 
establece: "Previo informe de la Unidad de Proyectos de Participación Público Privada, la Administración 
Pública contratante, a través de su ordenador de gastos competente, dispondrá que se otorgue vista del 
expediente a los oferentes, a cuyos efectos se pondrá el expediente de manifiesto por el término de cinco días, 
notificándose a todos los oferentes en forma personal o por telegrama colacionado dentro de las veinticuatro 
horas de decretado el trámite aludido". 


El tercer inciso dispone: "Dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del término anterior, los 
oferentes podrán formular por escrito las consideraciones que les merezcan el procedimiento cumplido hasta 
el momento, el dictamen de la Comisión Técnica y el informe de la Unidad de Proyectos de Participación 
Público Privada". Se abre una instancia para el derecho al pataleo. 


Y continúa: "El procedimiento continuará con la intervención del Tribunal de Cuentas, que dispondrá de 
treinta días corridos para su pronunciamiento, contados desde su recepción de todos los antecedentes.", que 
era la observación que hizo ayer el doctor Rippe. 


Luego, el trámite recoge la propuesta original. 


SEÑOR ABDALA.- Obviamente, comparto el contenido del sustitutivo que acaba de fundamentar el 
señor Diputado Posada puesto que soy cofirmante. Creo que sería positivo sustituir la llamada 
adjudicación provisional que venía en el proyecto original por esta instancia de otorgar vista a los 
oferentes del informe de la Comisión Asesora. Eso ahorraría a la Administración dificultades que, sin 
lugar a dudas, vendrán por efecto de los recursos administrativos y de las acciones de nulidad que se 
puedan plantear y que pueden tener efecto suspensivo; y si no lo tuvieran, igualmente generaría una 
situación de inseguridad jurídica. Además, está muy bien, como reclamó el doctor Rippe, establecer 
fecha cierta a los efectos del inicio del corrimiento del plazo del Tribunal de Cuentas. 


Dejo constancia de que, sin perjuicio de que soy firmante, no me conforma demasiado la participación que le 
cabe a la Unidad de Proyectos de Participación Público Privada a través de este informe previo a la actuación 
definitiva de la Administración en los procesos licitatorios. Esa es una opinión personalísima y entiendo que 
esta redacción mejora muchísimo la versión original por las razones que mencioné antes. Por eso, aun con la 
salvedad que acabo de formular, estoy dispuesto a acompañarlo. 


SEÑOR ASTI.- Habíamos analizado las observaciones interpuestas por el doctor Cajarville e 
intentamos superarlas, con la incorporación de la Hoja N” 41. En particular, nos planteamos esa 
adjudicación provisional que prevé el artículo 23 y que ameritaba la observación del doctor Cajarville, 
quien fundamentaba esa inconveniencia de los recursos que se podían interponer en esta etapa entre la 
adjudicación provisional y la definitiva. Solucionábamos ese tema exponiendo en el artículo que todo 
recurso que quiera interponerse sobre esa adjudicación provisional quedará en suspenso hasta la 
adjudicación definitiva. Obviamente, no tendría sentido plantearse los recursos sobre algo que es 
provisional y que, luego, puede ser modificado. Nadie quita la posibilidad de plantear esos recursos; 
simplemente, quedan en suspenso y no corren los plazos hasta tanto no haya una resolución definitiva. 
Aquellos que continúen vigentes, luego de la resolución definitiva podrán, seguir adelante por los 
mecanismos que prevé la Justicia administrativa. 


Por otro lado, tomamos en cuenta las observaciones del doctor Rippe con respecto a los plazos que tiene el 
Tribunal de Cuentas y determinamos que los treinta días corridos se contaran desde que el Tribunal recibe el 
expediente de notificación 


Por último, agregábamos algo que no había planteado el Tribunal de Cuentas pero entendíamos de recibo. Me 
refiero a que la adjudicación definitiva será comunicada a todos los oferentes como establece el artículo y al 
Tribunal de Cuentas, que lo agregamos para que tenga todos los elementos que van entre la adjudicación 
provisoria sobre la que había tenido vista el Tribunal de Cuentas- y los documentos que puedan agregarse a 
posteriori, de acuerdo con lo que el propio artículo establece que podrá exigirse completar al oferente antes 
de la firma del contrato 


Estos son los tres cambios al artículo que establecimos en la Hoja N* 41. Ahora viene algo redactado por el 
doctor Cajarville. No lo hemos analizado con la profundidad necesaria. No tengo inconveniente en aceptar 
otras soluciones, pero la nuestra tiene la sencillez de suspender el plazo de los recursos, que es en lo que hizo 
hincapié el doctor Cajarville. 


SEÑOR ABDALA.- A la alternativa que acaba de fundamentar el señor Diputado Asti le noto un 
inconveniente o, por lo menos, una innovación que me genera dudas y que tiene que ver con el tercer 
inciso. Es decir, con determinar la suspensión de los recursos. No recuerdo antecedentes. Es una 
modificación al régimen general en materia de recursos administrativos y va en beneficio de la 
Administración pero puede ir en perjuicio del administrado. 


En todo caso, lo que se supone que en materia de suspensión establece la ley es la eventual suspensión del 
acto. El recurso tiene efecto suspensivo el que puede levantar la Administración y, después, en el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo existe la acción de nulidad. Allí, el administrado o quien impugne el acto 
administrativo puede solicitar la suspensión del acto y el Tribunal puede concederla. Me parece que en algún 
sentido aquí estamos invirtiendo los términos de una forma que, por lo menos, habría que debatir en 
profundidad y estaríamos ante una innovación que personalmente me genera dudas, por lo que me resulta 
bastante pesado proceder en ese sentido. 


Creo que es mucho más prudente la solución que fundamentó el Diputado Posada y pienso que podríamos 
votarla más tranquilos, porque en algún sentido está en línea con el régimen general en materia de 
contratación administrativa y de recurribilidad de los actos administrativos. 


SEÑOR MUJICA.- Solicito que se proceda al desglose de estas Hojas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, corresponde desglosar las Hojas N* 33 y N' 41. 


En discusión el artículo 24 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 


En esta norma no tenemos propuestas sustitutivas; sí hay algunas modificaciones verbales que fueron 
anunciadas. 


SEÑOR MUJICA.- En el segundo inciso, donde dice: "(...) 30 días hábiles contados a partir de que el 
acto quede firme," (...), en función de lo expresado por el doctor Carjarville, proponemos que se 
exprese: "a partir de que el acto sea definitivo". 


En el siguiente inciso, donde dice: "Cuando por causas imputables al contratante (...)"; debe decir: "al 
contratista". 


SEÑOR POSADA.- Hay una tercera observación. En el último inciso, cuando se dice: '"(...) la 
Administración Pública contratante podrá disponer la resolución del mismo, (...)", debería expresarse: 
"podrá revocar el acto de adjudicación". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, si hay acuerdo entre los miembros de la Comisión, se va a 
votar el artículo 24 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, con las modificaciones 
propuestas por los señores Diputados Mujica y Posada. 


(Se vota) 
——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 25 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 


Hay una propuesta de modificación verbal para esta norma. 


SEÑOR MUJICA.- Efectivamente, donde se dice: "La Administración Pública contratante podrá 
exigir (...)" deberá decir: "La Administración Pública contratante exigirá (...)". Estamos hablando de 
la garantía de mantenimiento de oferta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 25 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, 
con la modificación propuesta. 


(Se vota) 
——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 26 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que también tiene una propuesta 
de modificación verbal. 


SEÑOR MUJICA.- Simplemente se propone retirar la expresión: "si ella fuera requerida". Entonces, 
la redacción quedaría de la siguiente manera: "La garantía de mantenimiento de oferta será retenida 
hasta que proceda a la constitución de la garantía de cumplimiento de contrato o se rechace la 
totalidad de las ofertas". 


La expresión "si ella fuera requerida" estaba vinculada con el término "podrá exigir", que aparecía en el 
artículo precedente. La modificación propuesta para este artículo 26, es para que la redacción quede en 
consonancia con la expresión "exigirá" que sustituyó a "podrá exigir". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 26 en la redacción 
propuesta por el Poder Ejecutivo, con la modificación planteada por el señor Diputado Mujica. 


(Se vota) 
——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


La Mesa entiende que se podría hacer un bloque desde el artículo 27 hasta el 32 inclusive, en la medida en 
que no hay modificaciones propuestas para esas normas. 


(Apoyados) 

——— En discusión los artículos 27 a 32, inclusive, en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Se van a votar. 

(Se votan) 

——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


En discusión el artículo 33 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 16. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero por la afirmativa: NEGATIVA.- Unanimidad. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 16. 
(Se lee:) 


"Artículo 33. Prohibiciones para contratar con la Administración.- No podrán asumir la condición de 
oferentes o contratantes, por sí o por interpuesta persona, quienes se encuentren comprendidos en alguna de 
las siguientes situaciones: 


a) Carecer de capacidad o de legitimación, o estar afectado por prohibición, interdicción, inhabilitación o 
impedimentos similares de carácter contractual, legal, judicial, arbitral o de cualquier otra naturaleza para 
poder contratar con el Estado en general, o con la Administración Pública contratante en particular. 


b) Hayan actuado como asesores contratados por la Administración Pública contratante, en la 
implementación del proyecto en el que pretenden participar como potenciales oferentes, siempre que dicha 
participación pueda suponer un trato privilegiado con respecto al resto de los potenciales oferentes. 


c) Ser funcionario público dependiente de la Administración Pública contratante o ser una firma, empresa o 
entidad con la cual el funcionario esté vinculado por razones de dirección, participación o dependencia. 


d) Se haya promovido a su respecto un proceso concursal dentro de los 5 (cinco) años calendario anteriores, 
contados desde la fecha de la última publicación del llamado público a interesados a que refiere el artículo 19 
de la presente ley. 


e) Se hubiere decretado a su respecto dentro de los 5 (cinco) años calendario anteriores, contados desde la 
fecha de la última publicación del llamado público a interesados a que refiere el artículo 19 de la presente ley, 
la resolución por incumplimiento de su parte de un contrato celebrado con cualquier Administración Pública. 


f) Haber sido sancionados por la comisión de infracciones graves ante la violación de normas laborales o 
ambientales, siempre que dichas resoluciones se encuentren firmes y hubieron sido aplicados dentro de los 24 
(veinticuatro) meses anteriores al llamado público a que refiere el artículo 19 de la presente ley. Las personas 
comprendidas en las causales precedentes no podrán actuar como miembro de un consorcio oferente o 
contratante o como subcontratista de éste, directamente o por intermedio de otra entidad controlada, 
vinculada o que forme parte de un conjunto económico con ella. Asimismo, las prohibiciones antedichas 
serán de aplicación a aquellos sujetos o entidades que, por razón de dirección, participación u otras 
circunstancias, pueda presumirse que son una continuación o que derivan, por transformación, fusión, cesión 
o sucesión o cualquier otra forma, de aquellas empresas comprendidas en una o más de las causales antes 
enunciadas". 


SEÑOR ASTI.- En este artículo simplemente hemos reordenado los literales a los efectos de poner 
juntos aquellos que tienen alguna característica de incapacidad provenientes de su condición de 
oferentes y luego a quienes tengan algún antecedente negativo, agregando el literal f) en el cual se 
incluye: "Haber sido sancionados por la comisión de infracciones graves ante la violación de normas 
laborales o ambientales (...)". 


SEÑOR POSADA.- La única observación que tenemos es respecto al literal e), en cuya parte final se 
dice: '(...) por incumplimiento de su parte de un contrato celebrado con cualquier Administración 
Pública". En realidad, debería decir "con la Administración Pública". 


SEÑOR ASTI.- Yo creo que en este contexto, tal como está redactada la ley, cuando habla de 
Administración Pública, se refiere a la Administración Pública contratante y pueden ser varias. 


SEÑOR POSADA.- Pero sigue siendo la Administración Pública. 


SEÑOR ASTI.- Sí, pero creo que en este caso puede llevar a confusión, y podemos tener reclamos si se 
incumplió con una Administración Pública distinta a aquella con la que se está contratando y se diga 
que la referencia que aquí se hace es a determinada Administración Pública contratante. Adviértase 
que en varios de los artículos se hace referencia a la Administración Pública contratante. 


SEÑOR POSADA.- En todo caso, en lugar de que la norma diga "contrato celebrado con cualquier 
Administración Pública", podría decir "celebrado con la Administración Pública en sentido amplio". 


(Diálogos) 


SEÑOR MUJICA.- Estamos en un artículo de prohibiciones y se pretende proteger a la 
Administración Pública contratante para que no termine contratando a un contratista que ya 
incumplió, por ejemplo, con otro organismo de la propia Administración y licite en otro organismo 
público. Quizás la expresión "cualquier Administración Pública" no sea clara, pero se pretende 
proteger al Estado, sea cual sea el organismo. 


SEÑOR ASTI.- Creo que en el literal a) está la solución al problema que se está planteando. Dice: "[...] 
poder contratar con el Estado en general, o con la Administración Pública contratante en particular". 


Entonces, pienso que en este caso deberíamos utilizar esa expresión. 


SEÑOR ABDALA.- El propósito es establecer que este literal está referido a la Administración Pública 
que específicamente forma parte del contrato que, ergo, es la Administración Pública contratante. Por 
lo tanto, podemos poner "Administración Pública contratante"; con esto no lesionamos ni el Derecho 
ni la gramática. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia el literal e) quedaría redactado de la siguiente manera: "Se 
hubiere decretado a su respecto dentro de los 5 (cinco) años calendario anteriores, contados desde la 
fecha de la última publicación del llamado público a interesados a que refiere el artículo 19 de la 
presente ley, la resolución por incumplimiento de su parte de un contrato celebrado con el Estado en 
general o con la Administración Pública contratante en particular". 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 34 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 35 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 17. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero por la afirmativa: NEGATIVA. Unanimidad. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 17, 
(Se lee:) 


"Artículo 35.- Tramitación de proyectos por iniciativas privadas.- Las iniciativas privadas cuya ejecución, a 
juicio del proponente, requiera de la implementación de un contrato de Participación Público-Privada, serán 
presentadas ante la Corporación Nacional para el Desarrollo (CND), acompañadas de la información relativa 
al proyecto y a su viabilidad analizada a nivel de prefactibilidad.- La información recibida será evaluada 
técnicamente y remitida a la Administración Pública competente, la que resolverá sobre su aceptación, 
aceptación con modificaciones o rechazo, sin responsabilidad alguna". 


SEÑOR ASTI.- Aquí también se han recogido algunas de las observaciones presentadas en el proceso 
de estudio de esta iniciativa. 


El proyecto original establecía, obviamente sin querer, la eliminación de aquellas iniciativas privadas que no 
tuvieran que ver con infraestructura. Por este mecanismo se regula lo relativo a las infraestructuras. Más 
adelante, en otro artículo, se hace referencia al destino de aquellas iniciativas que no tienen que ver con 
infraestructura, manteniendo el régimen legal vigente y encomendando su estudio preliminar a un organismo 
en particular. 


SEÑOR POSADA.- Creo que la redacción del segundo inciso del artículo mejoraría si estableciera: 
"La información recibida será evaluada técnicamente y remitida a la Administración Pública 
competente, la que resolverá sobre su aceptación, su modificación o rechazo, sin responsabilidad 
alguna". 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el sustitutivo que figura en la 
Hoja N” 17, con la modificación propuesta. 


(Se vota) 
——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 36 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 18. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cero por la afirmativa: NEGATIVA. Unanimidad 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 18. 
(Se lee:) 


"Artículo 36.- Etapas del procedimiento de iniciativa privada.- Aceptada la proposición inicial, con o sin 
modificaciones, el proponente deberá elaborar y presentar el estudio de factibilidad del proyecto de acuerdo 
al alcance establecido por el artículo 16 de la presente Ley, dentro del plazo que fije la reglamentación y 
conforme a los requerimientos que disponga la Administración Pública.- Una vez obtenido el informe a que 
se refiere el artículo 18, la Administración Pública contratante podrá realizar el llamado público a interesados 
a que refiere el artículo 19 y continuará con los procedimientos de selección y contratación establecidos en la 
presente Ley". 


SEÑOR GANDINI.- Las observaciones que se hicieron al artículo original en su momento nosotros 
también hicimos alguna, consistían en que establecían las etapas por las que debe pasar el 
procedimiento de iniciativa privada sin plazos, y esto podía atentar contra el objeto de este tipo de 
contrataciones. Al no poner plazo a cada una de estas etapas, un simple obstáculo burocrático podía 
inviabilizar todo el proceso, y así fue señalado 


Esta alternativa resuelve ese problema, pero deja vacíos importantes; lo resuelve encomendando a la 
reglamentación el establecimiento de las etapas. 


Me parece que esto es demasiado amplio; se trata de una delegación demasiado importante. En la redacción 
original sabíamos que se presentaba ante la Corporación Nacional para el Desarrollo. Acá no sabemos ante 
quién se presentará. El sustitutivo dice: "Aceptada la proposición inicial, con o sin modificaciones, el 
proponente deberá elaborar y presentar el estudio de factibilidad del proyecto de acuerdo al alcance 
establecido por el artículo 16 de la presente Ley, dentro del plazo que fije la reglamentación y conforme a los 
requerimientos que disponga la Administración Pública". Es decir que todo se verá después. Reitero que el 
artículo original establecía que se presentaba ante la Corporación Nacional para el Desarrollo, la que luego 
haría la evaluación; también se establecía de qué modo se harían el estudio de factibilidad y el llamado 
público. 


Por lo tanto, me parece que para resolver el problema se da una delegación demasiado amplia a la 
reglamentación que, después, hará, no sé, el Estado o el Gobierno. 


SEÑOR ASTI.- Esto hay que analizarlo en conjunto con el artículo 35 que encomienda a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo la evaluación previa del proyecto y su remisión a la 
Administración Pública competente. Luego, se podrá iniciar la etapa de procedimiento de contratación 
con los estudios que ya están definidos en el artículo 16 y con el informe posterior a que refiere el 
artículo 18. 


Por lo tanto, no veo en esta ley ninguna exclusión de los controles que están establecidos para cualquier 
iniciativa, ya sea privada o de la administración competente que, como hemos dicho muchas veces, es 
autocontenida, es decir, tiene todos los requisitos para su control interno. 


SEÑOR BERNINI.- Hemos adoptado una metodología de trabajo que nos ha permitido dar agilidad al 
debate y avanzar en la consideración de este proyecto de ley. 


Ahora, se han aportado distintas visiones respecto de este artículo. La idea no es apurar la discusión y votar 
ya este artículo. Por eso, propongo desglosarlo y analizarlo después. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se desglosa la Hoja N” 18, que contiene el sustitutivo del 
artículo 36. 


En discusión el artículo 37 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. La Mesa aclara que en la Hoja 
N* 32, hay un sustitutivo del literal b). 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo el sentido del sustitutivo y comparto su espíritu porque, además, recoge 
la objeción que nos formulaba el doctor Cajarville. No me queda claro lo digo con enorme respeto 
porque esto demuestra el interés por enmendar la fórmula anterior que se esté enmendando de la 
mejor manera. Lo que el doctor Cajarville reclamaba era que quedara claro que cuando se habla de 
ponderar la oferta es con relación a las ofertas del procedimiento definitivo. Aquí se sigue haciendo 
referencia al procedimiento del diálogo competitivo. 


Propongo que el sustitutivo del literal b) del artículo 37 quede redactado de la siguiente manera: "Obtener 
una ventaja de hasta el 10% (diez por ciento) en la valoración que se realice de su oferta respecto de la mejor 
oferta". Creo que con eso alcanzaría porque está claro que las ofertas tienen que ver con el llamado 
definitivo. La Administración no pondera, no puntúa, no bonifica ni califica las ofertas en el momento del 
diálogo competitivo. Eso es objeto del llamado posterior. Acá se propone la mejor oferta "que resulte de los 
casos en los que se haya utilizado el procedimiento del diálogo competitivo". De este procedimiento es de lo 
que estamos hablando. 


SEÑOR POSADA.- Comparto lo que dijo el señor Diputado Abdala. La objeción era que en el diálogo 
competitivo no hay oferta. Si bien me queda claro que la intención era levantar esa observación, la 
redacción tal como está establecida no la levanta porque igual habla de la mejor oferta "que resulte de 
los casos en los que se haya utilizado el procedimiento del diálogo competitivo". Partimos de la base de 
que en el diálogo competitivo no hay oferta. La redacción que plantea el señor Diputado Abdala es la 
más adecuada para levantar esa observación. 


SEÑOR MUJICA.- La modificación que se propuso en la Hoja N* 32 tiene que ver con una 
observación que hacía el doctor Cajarville: el diálogo competitivo no termina en una oferta, sino en un 
llamado a licitación, donde eventualmente hay varias ofertas. Eso es lo que intenta resolver esto. 


Hay otro problema en este artículo que no había advertido. El literal b) se refiere solo a los casos que resulten 
de un diálogo competitivo y tenemos que incluir la posibilidad de otros casos. Esto habla de iniciativa 
privada. Creo que la solución del señor Diputado Abdala es conveniente porque incluye otros casos que no 
son de diálogo competitivo. 


SEÑOR ABDALA.- Como las ofertas tienen que ver con el proceso definitivo, alcanzaría con 
modificarlo de la siguiente manera: "Obtener una ventaja de hasta el 10% (diez por ciento) en la 
valoración que se realice de su oferta respecto de la mejor oferta." Punto. Como dice el señor Diputado 
Posada, ofertas habrá en el llamado final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se retira la Hoja N* 32. 


Se va a votar el artículo 37 tal como viene del Poder Ejecutivo, con la siguiente modificación en el literal b): 
"Obtener una ventaja de hasta el 10% (diez por ciento) en la valoración que se realice de su oferta respecto de 
la mejor oferta. Asimismo, el promotor de la iniciativa no deberá abonar los pliegos o documentos 
descriptivos correspondientes". 


(Se vota) 

——— Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 38 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Once por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 39 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 19. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——- Cero en once: NEGATIVA. Unanimidad. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 19. 
(Se lee:) 


"Artículo 39. Competencia de control.- La Administración Pública contratante será la competente para 
controlar el cumplimiento del contrato, debiendo informar a la Unidad de Proyectos de Participación Público- 
Privada, con una periodicidad semestral, el estado de cumplimiento del mismo. Asimismo, deberá informar a 
dicha Unidad cualquier alteración sustancial o incumplimiento dentro de los 10 (diez) días hábiles de 
verificada dicha alteración o incumplimiento.- Sin perjuicio de los informes a los que refiere el 

inciso precedente, la Unidad de Proyectos de Participación Público-Privada podrá solicitar a la 
Administración Contratante, en cualquier momento y cuando lo considere pertinente, toda información o 
documentación relativa al cumplimiento de los contratos, así como requerir la contratación de auditorías 
externas específicas que contribuyan a garantizar el correcto seguimiento de los contratos. La reglamentación 
establecerá el alcance, forma y contenido de los informes, los que deberán incluir aspectos técnicos, 
comerciales, ambientales y económicos financieros, entre otros". 


SEÑOR ABDALA.- Francamente, esta redacción no me convence demasiado. A esta altura, ha 
quedado claro que no me ha convencido demasiado la creación de esta Unidad de Proyectos de 
Participación Público-Privada, en particular, algunas de las competencias que se le acuerdan. 


A esa altura de las circunstancias, no me opongo de eso se me convenció en el debate parlamentario que 
hemos llevado a cabo a que esta Unidad participe del contralor de la ejecución de los contratos, pero la 
reformulación del artículo 39 es superabundante en cuanto a la injerencia que esta Unidad podrá tener en 
ámbitos que muchas veces son reservados a la autonomía de los organismos respectivos, como los Gobiernos 
Departamentales. No me convence suficientemente el argumento de que esto define un marco al cual los 
Gobiernos Departamentales saben si se someten o no. Me parece que este no es un argumento de recibo 
desde el punto de vista constitucional. Creo que el inciso segundo, y en particular el tercero, que se 
introducen, aumentan, en algún sentido, los riesgos en la dirección que estoy fundamentando. El 

inciso segundo establece otra serie de cosas que puede hacer esta Unidad además de recibir información 
semestral; incluso, puede ordenar que una Intendencia contrate una auditoría. Me parece más peligroso el 
inciso tercero, en el que el legislador otorga al Poder Ejecutivo la posibilidad de que una Unidad que será del 
Ministerio de Economía y Finanzas, pueda, por la vía de la reglamentación, ampliar todavía más el alcance 
de estas facultades. Lo hace de una manera que no es taxativa. Dice: "[...] establecerá el alcance, forma y 
contenido [...]" y termina con una expresión que me parece preocupante y casi temeraria: "entre otros". 


Esto es un cheque en blanco. Así como está no lo comparto. Pido disculpas porque ni siquiera he tenido 
oportunidad de hablar esto con los compañeros. Tal vez la solución, para definir una posición de partido, sea 
pedir el desglose del artículo y tratarlo al final. 


SEÑOR ASTTI.- Creo que la participación en los controles de esta Unidad es un tema que también es 
compartido por otros partidos. Esta forma de contratación tiene como objetivo fundamental lograr 
que la realización de los contratos se haga de forma eficiente y en beneficio de toda la sociedad. Todos 
sabemos, por experiencia, de fallas en los contralores de las administraciones públicas contratantes. 
Como queremos que esto sea una forma de contratación mucho más efectiva que la que tenemos hoy, 
creemos que se puede controlar de esa forma. 


Obviamente, podemos entrar en los temas de las autonomías, tanto de los Entes Autónomos como de los 
Gobiernos Departamentales, pero en aras del interés general, esta norma que, reitero, es autocontenida, tiene 
todas las disposiciones para poder ajustarse. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bernini) 


——— Por último, cuando una ley refiere a la reglamentación de un artículo, le corresponde al Poder Ejecutivo 
dictar el decreto reglamentario. No será la Unidad de Proyectos de Participación Público-Privada, sino el 
Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Economía y Finanzas esto lo hemos discutido muchas veces en 
todas las normas presupuestales, el que proceda a reglamentar la ley. 


SEÑOR POSADA.- Compartimos en parte la argumentación expuesta por el señor Diputado Abdala. 
En líneas generales, creemos que todo lo que sea para mejorar la transparencia de la gestión va bien 
encauzado, siempre y cuando no se violente ningún tipo de autonomía establecida en la Constitución de 
la República. 


En realidad, en este artículo la única cuestión que eventualmente está violentando esa autonomía se plantea 
en el segundo inciso, cuando dice: "[...] así como requerir la contratación de auditorías externas específicas 
[...]". Salvado ese aspecto, a nuestro juicio, el resto del artículo no ofrece ningún tipo de problemas. En ese 
sentido, más allá de que estamos hablando de un artículo desglosado rompiendo la tradición que había 
impuesto el señor Diputado José Carlos Cardoso desde la Presidencia, sugeriría que en lugar de que diga "así 
como requerir la contratación de auditorías externas específicas", diga "así como recomendar la contratación 
de auditorías externas específicas", y sigue tal como está. Me parece que es el único cambio que debería 
hacerse. 


SEÑOR MUJICA.- Pensaba dar esta explicación cuando se discutiera el artículo. 


Lo que intento es explicar el sentido que se quiso dar al artículo, por qué se escribió de esta manera, sin 
defender la forma, porque con el mismo objetivo podemos encontrar distintas redacciones igualmente útiles. 


No se estaba pensando precisamente en las Intendencias; se estaba pensando en que el control del contrato 
dejado exclusivamente en la dependencia que contrató era poco. Entonces, intentamos crear un control de 
segundo piso; se habló en esos términos. ¿Quién controla al que controla? De todas las instituciones que 
estaban vinculadas al tema PPP, parecía que la Unidad de Proyectos de Participación Público Privada que se 
había creado podía ser un instrumento para controlar al que controla, pensando sobre todo en la 
Administración Central, en los organismos del artículo 220, etcétera, porque hay muchos involucrados aquí. 
La posibilidad de pedir auditorías externas era para darle más objetividad e, inclusive, que se pudiera 
incorporar el punto de vista de un tercero que no está vinculado a la Administración, que es contratado para 
hacer la auditoría. Ese fue el criterio. 


Yo consulté este tema fuera de los ámbitos estrictamente de Gobierno, en un ámbito privado, y pareció 
bastante razonable el criterio. Inclusive, me mostraron alguna legislación internacional en la cual hay 
organismos de control de tercer nivel. No tomamos ese criterio porque nos pareció muy engorroso, pero hay 
países donde hay tres niveles de control, es decir: controla el contratante, al contratante lo controla una 
institución y a la institución la controlan de afuera. En Canadá es así, por ejemplo. 


No tengo problemas con la formulación, si alguien encuentra alguna que esté mejor y que vaya en el mismo 
sentido la aceptamos, pero era esto lo que queríamos lograr. 


SEÑOR ABDALA.- En el afán de encontrar un camino que nos permita votar ahora y no tener que 
desglosar el artículo, quiero decir lo siguiente. 


En mi intervención inicial dije que mi oposición al artículo 39 no es total, sino parcial, y en algún sentido lo 
mencionó el señor Diputado Posada. Me fui convenciendo de la pertinencia de crear esta Unidad en el 
sentido de que pueda ejercer el contralor que acaba de explicar el señor Diputado Mujica. Sin perjuicio de 
ello, esto también reconoce límites y equilibrios, y de eso se trata. En ese sentido, dije que no me gustaba 
mucho el inciso segundo y que me gusta menos me ratifico en eso el inciso tercero. 


El señor Diputado Posada acaba de plantear una fórmula que sin duda mejora el inciso segundo. En mi 
intervención inicial puse énfasis en cuanto a requerir la contratación de auditorías. Sigo insistiendo con que el 
inciso tercero no debería estar, pero podemos desglosarlo. Si el Partido Nacional no lo acompaña no será una 
tragedia. Tal vez, si hay acuerdo en esa modificación del inciso segundo, estemos en condiciones de votar 
ahora. 


SEÑOR POSADA.- Propongo sustituir en el inciso segundo la expresión "requerir la contratación" 
por "recomendar la contratación". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar los dos primeros incisos del sustitutivo del artículo 39, que 
figura en la Hoja N” 19, con la modificación verbal formulada en Sala, que consiste en cambiar la 
palabra "requerir" por "recomendar". 


(Se vota) 

———- Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el último inciso del sustitutivo del artículo 39 que figura en la Hoja N* 19. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete en diez: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 40 en la redacción propuesta por el Poder ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 20 


Recomendamos quitar la Hoja sustitutiva, porque simplemente se agregaría una palabra. Diría así: "[...] 


legales, económicos, financieros, contables y ambientales, conforme a lo que disponga la reglamentación y el 
correspondiente contrato". 


SEÑOR POSADA.- Estamos hablando de los controles a ejercer por la Administración Pública 
contratante. ¿En qué condiciones está la Administración Pública contratante para establecer controles 
ambientales? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero, la Mesa sugiere retirar el sustitutivo que figura en la Hoja N* 20 y 
votar el artículo 40 con la modificación leída, por la cual se agrega "y ambientales". 


(Apoyados) 

——- Se va a votar el artículo 40 con a modificación propuesta. 
(Se vota) 

——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 41 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un sustitutivo en la 
Hoja N* 21. 


En este caso hay más de una modificación. 

Se va a votar. 

———- Cero en diez: NEGATIVA. Unanimidad. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 21. 
(Se lee:) 


"Artículo 41. Instrumentos para el ejercicio de competencias de control.- La Administración Pública 
contratante tendrá amplias facultades de control y podrá utilizar diferentes instrumentos para el ejercicio de 
funciones tales como requerimientos de información, auditorías externas, evaluación de desempeño, 
inspecciones y peritajes. A estos efectos, el contratista quedará obligado a proporcionar, a requerimiento de la 
Administración Pública contratante, toda la información y documentación relativa al cumplimiento del 
contrato que ésta le requiera, sin poder oponer a su respecto el secreto comercial”. 


Se va a votar, 
(Se vota) 
——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Si hay acuerdo, se van a votar en bloque los artículos 42, 43, 44 y 45. 


SEÑOR ABDALA.- No tengo problemas en que se vote en bloque, pero releyendo la propuesta 
encontré un aspecto en el artículo 43 que me dejó pensando y lo quiero trasladar a la Comisión. 


El inciso tercero del artículo 43, cuando habla del régimen de aplicación de las sanciones, dice: "Las 
sanciones dispuestas por la Administración Pública contratante se harán efectivas de inmediato [...]". No sé 
muy bien qué quiere decir eso. En verdad, se hacen efectivas en el momento en que corresponda, de acuerdo 
con el régimen de derecho administrativo que regula los actos administrativos y su recurribilidad. Esas 
sanciones estarán contenidas en un acto administrativo que es pasible de recursos administrativos y de acción 
de nulidad. De manera que también por esta vía estamos estableciendo una excepción al régimen general que 
puede ser lesiva de los derechos de los administrados. Por supuesto, partimos de la base de que presumimos 
la buena fe y de que la Administración siempre tiene razón, pero a veces no la tiene. Y una sanción puede 
estar bien puesta o mal puesta. Si está mal puesta, aquí estamos eliminando una garantía que tiene el 
administrado. No sé cuál fue el sentido de haber establecido que se harán efectivas de inmediato. Esta es la 
duda que quería expresar. 


SEÑOR ASTI.- Creo que este artículo hay que leerlo en su totalidad. Comienza con el primer 
inciso diciendo lo siguiente: "La determinación de las sanciones aplicables tendrá lugar bajo los 
principios de legalidad, debido proceso, igualdad, proporcionalidad, generalidad y adecuación al fin". 
Es decir que no estamos suponiendo que la Administración actuará bien, sino que le estamos diciendo 
que deberá actuar de esta manera, casi en forma redundante con lo que debe hacerse, pero se dice: se 
hará de esta manera. Por lo tanto, creemos que la observación que se plantea, leída a la luz de todo el 
artículo, se está refiriendo a que así se hará luego de aplicados los principios generales de legalidad. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que eso no resuelve la cuestión. Obviamente, partimos del supuesto de 
que no sería necesario incluir en este inciso primero que la Administración debe actuar conforme a 
derecho. Pero muchas veces no actúa conforme a derecho. Por eso hay un control de legalidad de la 
propia Administración, que lo ejerce además un órgano que tiene la misma jerarquía que el Poder que 
nosotros integramos y que el Poder Judicial, que es el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Para 
eso, se establecen procedimientos y etapas; por ejemplo, hay una etapa de agotamiento de la vía 
administrativa a través de los recursos y posteriormente un plazo de caducidad de sesenta días para 
iniciar una acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y después un juicio 
largo. En cada una de esas etapas, al mismo tiempo, los actos administrativos pueden ser objeto de 
suspensión o no. De manera que en ese contexto es que yo digo que establecer que las sanciones se 


harán efectivas de inmediato me suena más a arbitrariedad administrativa lo digo francamente que a 
lo que establece el régimen general, que por esa razón es un régimen reglado, que establece etapas y un 
procedimiento predeterminado. 


SEÑOR MUJICA.- En este artículo hay una intencionalidad política. En eso hay que ser bien explícito. 
Estamos pensando en contratos de infraestructura con servicios anexos que garantizan la 
disponibilidad de la infraestructura por parte del Estado. Justamente, la expresión "de inmediato" 
quiere proteger al Estado de la interposición de recursos que finalmente hagan que la sanción llegue 
después, cuando en realidad de lo que se trata, en última instancia, es de que la sanción suele ser por el 
no pago que corresponde por una infraestructura que no está en condiciones de ser utilizada. 


Por lo tanto, esta redacción es para defender al Estado a fin de evitar que se entre en una chicana de 
interposición de recursos, mientras la infraestructura queda inhabilitada porque no está en condiciones de ser 
usada y el Estado está recurriendo y respondiendo a los recursos. 


Yo no soy abogado. Quizás la mejor forma no es esta. Pero la intención era, en este caso particular, defender 
a la Administración contratante para que el contratista tenga interés real en mantener la infraestructura en 
condiciones de uso. 


SEÑOR ASTI.- Inclusive, doblo la apuesta de lo que decía el compañero señor Diputado Mujica, 
porque no es solo darle la posibilidad, sino también la obligación a la Administración Pública de 
aplicar las sanciones de forma inmediata, como primera cosa, y, como segunda cosa, tal como dice el 
artículo, sin perjuicio de las acciones a que tenga derecho el contratista en el marco de los 
procedimientos de solución, etcétera. Quiere decir que luego viene lo que corresponde al contratista. 


Pero acá, tal como decía el compañero señor Diputado Mujica, lo que se quiere es que haya no solo una 
facultad sino también una obligación de la Administración contratante de que se sancione inmediatamente, 
luego de los procedimientos, cumpliendo con los principios de legalidad, debido proceso, igualdad, 
proporcionalidad, generalidad y adecuación al fin, y con todas las acciones que tenga el contratista para 
ejercerlo de inmediato. Reitero que no es solo la facultad sino también la obligación, porque muchas veces 
hemos encontrado Administraciones contratantes que son omisas en el cumplimiento de los controles a 
quienes son sus proveedores, en este caso, de infraestructura y servicios. 


SEÑOR ABDALA.- Comprendo e interpreto la buena voluntad en el sentido de caminar en la 
dirección que aquí se ha mencionado y en el sentido de lograr eficacia en el cumplimiento de los 
contratos. Pero muchas veces esas buenas intenciones chocan con las reglas del Derecho Público. Estas 
son las limitaciones que el Derecho Público tiene, que muchas veces conspira con la celeridad en la 
ejecución de los contratos y, por cierto, redundan en la transparencia, claridad y vigencia de todas las 
garantías y los derechos individuales. 


Además, francamente, creo que la discusión que estamos teniendo puede ser bizantina porque yo no sé hasta 
dónde el régimen vigente en esta materia termina por demorar la ejecución de los contratos. Si se establece 
una excepción por parte de la Administración al contratista incumplidor en determinado aspecto, ese acto 
administrativo es recurrible, el contratista interpondrá recursos que tienen efectos suspensivos, pero la 
Administración levantará el efecto suspensivo inmediatamente y el contrato sigue su curso, no se detiene. En 
todo caso, discutirá por línea separada la aplicación específica de esa sanción, primero a través de los 
recursos y luego, eventualmente, en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. De manera que creo que 
es una excepción al régimen general a la que no le encuentro sentido. 


Una cosa es que se ponga de inmediato la sanción, pero otra es que de inmediato se haga efectiva. Son cosas 
diferentes. Me parece que el efecto intimidatorio o disuasivo que la sanción tiene por definición, se logra por 
su mera aplicación. Ahora, pretender hacerla efectiva en forma inmediata creo que puede generar dificultades 
y, repito, me parece que se sale de las normas generales del Derecho Público y puede llegar a redundar en una 
violación a la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habíamos propuesto votar en bloque del artículo 42 al 45. Obviamente, si 
hay una discrepancia, sugerimos desglosar el artículo 43 y votar los artículos 42, 44 y 45. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en bloque los artículos 42, 44 y 45. 
(Se vota) 
——— Diez por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 43. 
SEÑOR ABDALA.- Solicito que se desglose el inciso tercero. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se va a votar el artículo 43 con el desglose del inciso tercero. 


(Se vota) 

——— Diez por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se va a votar el inciso tercero del artículo 43. 

(Se vota) 

——— Ocho por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad 


En discusión el artículo 46 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. Aquí hay una propuesta de 
eliminación, y no tiene sustitutivo ni aditivos. 


Por lo tanto, se va a votar el artículo 46 tal como vino del Poder Ejecutivo. 
(Se vota) 

——— Cero en diez: NEGATIVA. 

En discusión el artículo 47 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Se va a votar. 

(Se vota) 


——- Diez por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad..En discusión el artículo 48, que tiene dos artículos 
sustitutivos en las Hojas N* 22 y N* 36, presentadas por el señor Diputado Mujica. 


SEÑOR MUJICA.- Voy a retirar la Hoja N* 22 y mantengo la Hoja N' 36. 
SEÑOR POSADA.- Solicito el desglose de los artículos 48, 49, 50, 52 y 55. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay Hojas que contienen sustitutivos para dos de ellos, ¿estaríamos 
desglosándolas también? 


SEÑOR POSADA.- Sí. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, también se desglosan las Hojas N* 36, N” 23 y N' 37. 


En discusión el artículo 51, en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
(Se vota) 
——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 53, que tiene un sustitutivo que figura en la Hoja N* 34, 


SEÑOR POSADA.- La modificación que se plantea en este artículo se relaciona con los cambios que 
figuran en la redacción de las disposiciones relativas a las garantías. Entonces, sería más conveniente 
posponer en este caso no estamos pidiendo el desglose la consideración del artículo 53 hasta que 
hablemos del tema de las garantías, porque allí se va a entender mejor el sentido de esta modificación 
que se plantea en al Hoja a la que hizo referencia el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Posada solicita desglosar el artículo 53 y la Hoja N* 34, 
que es un sustitutivo del citado artículo. 


En discusión el artículo 54, en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 56, que tiene un aditivo que figura en la Hoja N* 24, 


Hay un Capítulo nuevo, que es el XII, que refiere a "Garantías en beneficio de los acreedores y subasta 
extrajudicial del contrato". Es una Hoja que trae los que luego serían artículos 56, 57, 58 y 59 a los efectos 
del orden de los capítulos y las disposiciones del proyecto que vamos a ir aprobando. Lo que planteo es si se 
considera conveniente que ingresemos ahora en el tratamiento de esta Hoja N* 24, a partir de esta nueva 
numeración de estos artículos o si, en su defecto, seguimos en el orden que venía del Poder Ejecutivo. Son las 
dos posibilidades. Aparentemente, hay una voluntad, al presentar estos artículos, de que técnicamente 
correspondería que fueran inmediatamente después del artículo 55. Por tanto, nos atreveríamos a sugerir que 
ingresemos a la Hoja N* 24, que contiene el aditivo. 


Simultáneamente, tenemos la Hoja N* 36, presentada por los señores Diputados Posada, José Carlos Cardoso, 
Abdala y Gandini, que también refiere al mismo Capítulo con esta nueva numeración que estaríamos 
tratando. 


SEÑOR POSADA.- En oportunidad de su comparecencia, el doctor Cajarville señaló su acuerdo con 
este Capítulo, pero, a su vez, estableció claramente una crítica con respecto a la redacción de los 
artículos. En tal sentido, nos pareció oportuno solicitarle una propuesta de redacción que tuviera en 
cuenta las observaciones de redacción que él había manifestado. Si se observa la redacción proyectada, 
a la que nosotros dimos estado parlamentario por el doctor Cajarville, vemos que se respeta 
absolutamente lo que estaba planteado en la Hoja N” 24. Simplemente él le da una redacción más 
adecuada y, de alguna manera, genera toda la otra referencia a una nueva redacción del artículo 53 
cuyo desglose habíamos pedido oportunamente. No sé si estamos en condiciones de ir analizando 
artículo por artículo esto que está planteado, pero nos parece que simplemente lo que hay es una 
redacción más adecuada de lo que está planteado. 


SEÑOR MUJICA.- Solicitamos su desglose, porque tenemos que estudiarlo más. Es un artículo con dos 
modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a desglosar los aditivos que figuran en las Hojas N* 35 y N” 24. 


Pasamos a considerar "Disposiciones varias". 


En discusión el artículo 56, en la redacción que viene del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR POSADA.- Para lograr un mejor resultado del trabajo, y teniendo en cuenta que tenemos 
desglosados artículos que van a incorporarse, y que por tanto van a alterar la numeración, propongo 
que a los efectos de la votación todos los artículos del Capítulo Disposiciones Varias empiecen a partir 
del 60, y que dejemos constancia de ello, ya que supone tener en cuenta el corrimiento de la 
numeración, para no tener que estar modificando después. 


SEÑOR GANDINLI.- No voy a votar este artículo, coherente con lo que he afirmado siempre en ocasión 
de votar artículos de esta naturaleza, lo que nos ha sucedido en algunas Leyes de Presupuesto y en 
algunas Rendiciones de Cuentas. Me refiero a las expropiaciones con carácter general, indeterminado, 
indefinido. 


El artículo 32 de la Constitución al que se hace referencia establece: "La propiedad es un derecho inviolable, 
pero sujeto a lo que dispongan las leyes que se establecieren por razones de interés general. Nadie podrá ser 
privado de su derecho de propiedad sino en los casos de necesidad o utilidad públicas establecidos por una 
ley y recibiendo siempre del Tesoro Nacional una justa y previa compensación". 


La tradición en la interpretación de este artículo de la legislación uruguaya ha sido la de identificar el bien 
propiedad de un particular que se quiere expropiar. Es decir, determinar que tal o tales padrones se expropian 
con el objeto de construir allí una escuela, con el objeto del ingreso a un puerto o la ampliación de una 
carretera. Siempre se establecieron los bienes que son objeto de una expropiación. 


A partir del Gobierno anterior, se ha hecho costumbre delegar en el Poder Ejecutivo, por una ley de tipo 
general, la expropiación de lo que sea necesario para determinados objetos. Por ejemplo, para hacer puertos 
de tipo deportivo se estableció que desde donde termina Montevideo hasta el kilómetro 50 o el kilómetro 60 
del Río de la Plata no recuerdo bien cualquier predio se puede expropiar. Luego, se establecieron otras zonas. 
Prácticamente toda la costa este del Uruguay tiene esa formulación. También recuerdo que se estableció la 
posibilidad de expropiar para hacer aeropuertos en todo el país. 


Esta no es la formulación de la Constitución. La Constitución es clara y dice: "(...) establecidos por una ley". 
Claro que esta es una ley, pero es una ley general. Mañana podrá haber una ley que diga que de acuerdo con 
el artículo 32 de la Constitución se expropiará todo lo que sea de interés público. Y con eso ya está; no hay 
que hacer ninguna más. 


Ese no es el objeto de la Constitución. Lo que la Constitución pretende es cautelar un derecho inviolable que 
es la propiedad privada y dice que cada vez que se quiera disponer de un bien de un particular y afectar sus 
intereses porque por más que le paguen se los afecta, se tendrá que hacer una ley para eso y establecer por 
qué esa expropiación es de interés general. No se refiere a una ley que determina que los contratos de 
participación público privada son de interés general y, por lo tanto, todo lo que se interponga en su camino, 
entre ellos la propiedad privada, podrá ser expropiado. Acá está este proyecto de participación público 
privada antes que un derecho constitucional. Entonces, se podrá hacer cualquier expropiación. Yo no estoy de 
acuerdo. 


Primero no estoy de acuerdo con el principio general de aplicar, a través de una ley general, una norma que 
reglamenta de manera general la Constitución de la República. Tampoco estoy de acuerdo con delegar en el 
Poder Ejecutivo la potestad de expropiar lo que le parezca, siempre que sea para un contrato de participación 
público privada. 


Por esa razón lo he expresado en varias ocasiones y no nos hemos puesto de acuerdo, quiero ser coherente 
con mi postura, lo dejo sentado en Comisión y lo dejaré también sentado en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo con la propuesta del señor Diputado Posada, este 
artículo que era el 56, pasaría a ser llamado artículo 60. 


SEÑOR POSADA.- Comparto los fundamentos establecidos por el señor Diputado Gandini; en cada 
caso debe establecerse en la propia ley los padrones que se expropian. En consecuencia, esta norma, tal 
como está redactada, es inconveniente y vamos a votarla negativamente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 56, que ahora llamaremos 60. 


(Se vota) 


——— Seis en diez: AFIRMATIVA. 


En discusión el nuevo artículo 61 que era el 57 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un 
sustitutivo en la Hoja N* 25. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

——- Cero en diez: NEGATIVO. 

Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 25, 
(Se lee:) 


"Artículo 61. Exposición contable.- El tratamiento contable de las obligaciones emergentes de un contrato de 
Participación Público Privada dependerá de la existencia de una transferencia significativa de riesgos 
comerciales en la fase de construcción y operación, esto es cuando los pagos a cargo de la Administración 
Pública dependan de la disponibilidad y calidad de servicio o de la demanda, conforme al informe realizado 
de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 18 de la presente ley.- Cuando exista transferencia de riesgo, los 
pagos al contratista por concepto de inversión realizada deberán incluirse en el presupuesto de inversión 
correspondiente al ejercicio fiscal en que deba realizarse el mismo.- Siempre que la Administración Pública 
contratante sea un Inciso del Presupuesto Nacional, se incluirán los pagos dentro del Presupuesto de 
Inversiones del Inciso 24 "Diversos Créditos" y se deducirá el equivalente del crédito de Inversiones del 
Inciso contratante.- En aquellos casos en que no exista una transferencia significativa de riesgos comerciales 
en la fase de construcción y operación, el componente de la inversión será considerado gasto presupuestario 
dentro de la Administración Pública contratante correspondiente, en la medida que la inversión se devengue y 
los pagos diferidos a su cargo serán considerados como un pasivo.- La Contaduría General de la Nación 
deberá llevar en forma identificable el registro de pasivos firmes y contingentes correspondientes a contratos 
de Participación Público Privada e informar en cada instancia Presupuestal y en cada Rendición de Cuentas, 
el monto estimado de los mismos en forma separada de la Deuda Pública, como asimismo la inversión 
ejecutada por ejercicio fiscal y por inciso del presupuesto". 


——— Se va a votar. 
(Se vota) 
——— Diez por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el nuevo artículo 62 que era el 59 en la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, que tiene un 
sustitutivo en la Hoja N* 26. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
——— Cero en nueve: NEGATIVO. 


Léase el sustitutivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 26, que pasará a ser el 
nuevo artículo 62. 


(Se lee:) "Artículo 62.- Los Ministerios u Organismos ante los cuales se encuentren en trámite iniciativas 
privadas presentadas al amparo previsto en los artículos 19 y 20 de la Ley N* 17.555, de 18 de setiembre de 
2002, para la construcción de obras de infraestructura de acuerdo lo previsto en el artículo 3” de la presente 
ley, deberán trasladar las mismas, junto a todos sus antecedentes, a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND), en un plazo perentorio de 30 (treinta) días corridos a partir de la vigencia de la presente 
ley.- En caso que el Ministerio u Organismo no proceda del modo indicado dentro del plazo previsto, se 
entenderá que la iniciativa privada ha sido rechazada". 


SEÑOR ASTI.- Quiero dejar una constancia en el trámite de aprobación de este proyecto en la 
Comisión, porque hoy hacíamos referencia a él en lo que tiene que ver con la iniciativa privada. 


En el artículo que venía del Poder Ejecutivo se derogaba todo el régimen de iniciativa privada. En los 
artículos anteriores hemos separado las iniciativas privadas que tienen origen en infraestructura, dándole un 
destino específico de acuerdo con los procedimientos que están establecidos en el propio proyecto de ley. 


En este artículo 62 estamos refiriéndonos al resto de los proyectos de iniciativa privada que no tienen que ver 
con infraestructura, dándole el destino correspondiente, en función de lo que continúa vigente de los 
artículos 19 y 20 de la Ley N* 17.555 que los regula. 


SEÑOR ABDALA.- Nos satisface el cambio que se propone con el artículo sustitutivo que estamos 
analizando. Es evidente que se trata de una solución radicalmente distinta de la que venía sugerida en 
el proyecto original del Poder Ejecutivo. Ese proyecto implicaba amputar la posibilidad a los demás 
mecanismos de concesión de obra pública del régimen de iniciativa privada vigente. Supongo que 
habrá sido una inadvertencia. El Partido Nacional insistió reiteradamente sobre este aspecto a lo largo 
del debate parlamentario. Nos alegra mucho que estemos enmendando esa situación y vamos a votar 
gustosos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la nueva redacción del artículo 62, que figura en la Hoja N' 26. 


(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


Léase el aditivo presentado por el señor Diputado Mujica, que figura en la Hoja N* 27. Se trata de un artículo 
nuevo, que pasaría a ser el 63. 


(Se lee:) 


"Artículo 63. Tope de los pasivos firmes o contingentes y de los pagos a los contratistas.- Sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 61 de la presente ley, a partir de enero de 2011 y hasta tanto no se apruebe una 
nueva ley, el total de pasivos firmes y contingentes originados por contratos de Participación Público- 
Privada, calculado a valor presente neto, no podrá exceder el 7% (siete por ciento) del Producto Interno Bruto 
del año inmediato anterior. Por su parte, los compromisos anuales con los contratistas privados, originados 
por contratos de Participación Público Privada, no podrán exceder el 5 por mil del Producto Interno Bruto del 
año inmediato anterior. A los efectos del cumplimiento de dichos topes, la selección de los proyectos se 
realizará considerando los análisis de valor por dinero y su contribución a los lineamientos estratégicos 
fijados por el Poder Ejecutivo.- En el caso de los Gobiernos departamentales, podrán comprometerse parte de 
los fondos aprobados para cada Gobierno Departamental en el marco del presupuesto aprobado según lo 
establecido en el artículo 214 de la Constitución de la República. A los efectos del control del tope 
establecido, los pasivos firmes o contingentes contraídos en moneda distinta al dólar de los Estados Unidos 
de América, serán valuados al tipo de cambio interbancario vendedor vigente al cierre del último día hábil del 
ejercicio precedente para los contraídos con anterioridad a dicha fecha, y al tipo de cambio interbancario 
vendedor vigente al momento de su contratación si ésta hubiera ocurrido en el mismo ejercicio. Igual criterio 
se utilizará cuando se trate de Unidades Indexadas, a partir de los arbitrajes definidos por el Banco Central 
del Uruguay.- La evolución de dichos topes deberá informarse anualmente a la Asamblea General, en cada 
instancia presupuestal o rendición de cuentas". 


——— En discusión. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera recordar que el artículo 14 había quedado desglosado por su último 
inciso que hacía referencia a un contralor que debe realizar el Parlamento y estábamos viendo si eso lo 
incluíamos en el artículo 14 o en el 63. 


SEÑOR ABDALA.- Efectivamente, como expresa el señor Diputado Asti, en el último inciso de este 
nuevo artículo 63 se hace referencia a la información anual, que con relación a los topes establecidos en 
el mismo artículo proyectado, la Administración debe remitir a la Asamblea General. Y lo que nosotros 
habíamos propuesto en ocasión de considerarse el artículo 14, ya aprobado, era incluir la 


comunicación o el informe referido a la información contenida en el Registro previsto en ese artículo, 
en este último inciso del artículo 63. 


Por lo tanto, una redacción que podría ensayarse es la siguiente: "La evolución de dichos topes, así como un 
resumen de los contenidos del Registro de Proyectos de Participación Público-Privada, previsto en el 
artículo 14 de la presente ley, deberán informarse anualmente a la Asamblea General, en cada instancia de 
Rendición de Cuentas". El Diputado Asti había sugerido que en esta norma se hiciera referencia a las 
Rendiciones de Cuentas y no a las Leyes presupuestales. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera hacer una única acotación. Bastaría con decir "del Registro previsto en el 
artículo 14" y evitar todo el nombre, simplemente en honor a la brevedad. 


SEÑOR ABDALA.- Yo no tengo inconveniente en ese sentido. 


SEÑOR ASTI.- Según lo que decía el Diputado Abdala, en el artículo 61 que acabamos de votar 
también estaba la expresión "instancia presupuestal o rendición de cuentas". Pediría que 
reconsideremos ese artículo o directamente entendamos que siempre que nos hemos referido al tema, 
estamos aludiendo a "rendición de cuentas" y eliminemos la expresión "instancia presupuestal". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo, procederíamos directamente a efectuar la corrección para no 
hacer todo el mecanismo de rectificación y demás. 


(Apoyados) 


———- La Mesa solicita al señor Diputado Abdala si puede dar lectura nuevamente a la propuesta del último 
inciso del artículo 63, con la modificación propuesta por el señor Diputado Posada. 


SEÑOR ABDALA.- La propuesta de redacción es la siguiente: "La evolución de dichos topes, así como 
un resumen de los contenidos del Registro previsto en el artículo 14 de la presente ley, deberán 
informarse anualmente a la Asamblea General, en cada instancia de Rendición de Cuentas". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


Resta considerar el artículo 64, que refiere a la vigencia, y que en el proyecto original del Poder Ejecutivo 
figura como artículo 58. Se había planteado votarlo como último artículo del proyecto. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


Correspondería hacer un repaso sobre cuáles son los artículos que hemos desglosado y cuyo tratamiento 
quedó pendiente. 


Me informa la Secretaría que de los aditivos presentados, se han desglosado el artículo 2* y la Hoja N* 2. 


Asimismo, para el artículo 4”, que ya fue considerado y aprobado, en la Hoja 39 hay una nueva redacción al 
literal k) que habría que reconsiderar. Después, con relación al artículo 9%, se desglosó el literal b) de la Hoja 
N* 7. Por otra parte, se desglosaron el artículo 13 y las Hojas N* 9 y 40, así como las Hojas N* 33 y 41, que 
contienen sustitutivos al artículo 23. A su vez, con respecto al artículo 36, se desglosó la Hoja N* 18. 


El artículo 48 tiene dos sustitutivos: uno en la Hoja N* 22 y, otro, en la Hoja N* 36, firmados por el señor 
Diputado Mujica. Como la Hoja N* 36 es la versión más reciente, es la que sigue vigente. Por lo tanto, 
retiramos la Hoja N* 22, 

(Apoyados) 

———- En el artículo 49 se retiró la Hoja N* 23 y quedó la Hoja N* 37. 

El artículo 53 y la Hoja N* 34 fueron desglosados. 


Las Hojas N* 24 y 35 corresponden al capítulo Garantías, que tiene varios artículos. 


Esto es lo que resta para culminar la votación del proyecto de ley. 


SEÑOR ASTI.- Algunos de los artículos y de los sustitutivos desglosados, solo tienen problemas de 
redacción o son complementos de sustitutivos ya presentados. Entonces, para facilitar el trabajo 
propongo agruparlos y limitar esa lista a los que realmente merecen discusión. 


SEÑOR SÁNCHEZ..- Si no me equivoco, también se desglosaron los artículos 48, 49, 50, 52 y 55, según 
el proyecto del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene razón el señor Diputado. 


Entonces, a la lista de desglosados debemos agregar: el artículo 48 y la Hoja N* 36; el artículo 49 y las Hojas 
N* 23 y 37; el artículo 50; el artículo 52; el artículo 53 y la Hoja N* 34 y el artículo 55. 


SEÑOR ASTI.- Recuerdo que se han presentado sustitutivos de artículos ya votados, por lo que será 
necesaria su reconsideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ya aclaró que tiene sustitutivos de artículos ya votados, y que 
debemos reconsiderarlos. 


Por otra parte, no sé si estamos en condiciones de clasificar en este momento aquellos artículos que solo 
tienen modificaciones de redacción. 


SEÑOR POSADA.- En virtud de todo lo que se ha planteado, creo que deberíamos levantar la sesión y 
acordar un nuevo día de reunión. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos decidido que la Comisión se reúna el próximo lunes a la hora 16 para 
continuar con la votación del proyecto de ley. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal ma da nárina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


